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Tanto en el nivel teórico como empírico existe consenso acerca de la necesidad de una
legislación en materia de defensa de la competencia que sea aplicada en forma eficaz. Des-
de el punto de vista teórico se trata de recrear condiciones que tiendan a asemejarse a mer-
cados de competencia, actuando sobre los agentes económicos con el objetivo de evitar
conductas anticompetitivas (acuerdos de precios, prácticas exclusorias, reparto de merca-
do, precios predatorios, etc.) y/o limitar la conformación de estructuras de mercado oligo-
pólicas o monopólicas mediante fusiones y adquisiciones que puedan restringir o distor-
sionar la competencia.
El proceso de privatizaciones de empresas públicas y desregulación de los mercados fue

mucho más agudo en el caso argentino, encarándose de una manera más acelerada y ma-
siva que en otros países (exceptuando las ex economías de planificación centralizada). Por
otra parte se dieron procesos acelerados de concentración vertical, horizontal y de conglo-
merado (centralización del capital) en varios mercados, fundamentalmente mediante la ad-
quisición de empresas locales por parte de empresas transnacionales. Entre 1992 y 2000
se concretaron cerca de 1.000 operaciones de fusiones y adquisiciones en la Argentina.
Este artículo pretende esbozar algunos lineamientos con el fin de contribuir al diseño de

una propuesta de reforma de la legislación en materia de defensa de la competencia así co-
mo también de las prácticas y desempeño de la Comisión Nacional de Defensa de la Com-
petencia. Así, en las siguientes secciones y párrafos de este documento se formularán y
fundamentarán propuestas en ese sentido.
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Introducción

Tanto en el nivel teórico como
empírico existe consenso acerca
de la necesidad de una legislación
en materia de defensa de la com-
petencia que sea aplicada en for-
ma eficaz. Desde el punto de vis-
ta teórico se trata de recrear con-
diciones que tiendan a asemejar-
se a mercados de competencia,
actuando sobre los agentes eco-
nómicos con el objetivo de evitar
conductas anticompetitivas (a-
cuerdos de precios, prácticas ex-
clusorias, reparto de mercado,
precios predatorios, etc.) y/o limi-
tar la conformación de estructuras
de mercado oligopólicas o mono-
pólicas mediante fusiones y adqui-
siciones que puedan restringir o
distorsionar la competencia1.

En el nivel empírico se observa
que todos los países desarrolla-
dos y la mayor parte de los de de-
sarrollo intermedio tienen siste-
mas que -con distinto grado de efi-
cacia- procuran garantizar la de-
fensa de la competencia. En las
últimas dos décadas se dio en el
mundo un proceso bastante gene-
ralizado de desregulación econó-
mica y privatización de empresas
públicas, lo que a su vez planteó
la necesidad de crear o mejorar
legislaciones y procedimientos an-

timonopólicos. En efecto, entre
1980 y 1999 se dictaron o refor-
maron legislaciones de esta natu-
raleza en 40 países, y se están
debatiendo legislaciones en unos
20 más, mientras que entre 1969
y 1979 sólo 4 países se habían in-
corporado a los que ya tenían nor-
mas antitrust.

El proceso de privatizaciones de
empresas públicas y desregula-
ción de los mercados fue mucho
más agudo en el caso argentino,
encarándose de una manera más
acelerada y masiva que en otros
países (exceptuando las ex eco-
nomías de planificación centrali-
zada). Por otra parte se dieron
procesos acelerados de concen-
tración vertical, horizontal y de
conglomerado (centralización del
capital) en varios mercados, fun-
damentalmente mediante la ad-
quisición de empresas locales por
parte de empresas transnaciona-
les. Entre 1992 y 2000 se concre-
taron cerca de 1.000 operaciones
de fusiones y adquisiciones en la
Argentina2.

En la literatura se destaca como
indicador proxy que las 500 em-
presas de mayor facturación au-
mentaron en forma sistemática y
significativamente su participación
en el total de ventas, observándo-

1 En la literatura antitrust suele distinguirse entre tres tipos de fusiones y adquisiciones:
las horizontales (en las cuales las empresas involucradas en la operación son compe-
tidoras en el mismo mercado), las verticales (cuando las firmas involucradas se vin-
culan por relaciones “proveedor-cliente”) y las de conglomerado (cuando las firmas in-
volucradas no tienen relaciones tecnoproductivas ni comerciales significativas entre
sí).

2 Para más detalle, véase Kulfas (2001).
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se un desempeño económico que
les permitió aislarse del ciclo eco-
nómico (Basualdo, 2000). En
1999 el valor agregado bruto de
las 500 empresas más grandes
del país explicó el 26.3% del pro-
ducto bruto total de las ramas de
actividad donde se desempeñan
en tanto que en 1993 representa-
ba el 24.4 por ciento.

En un nivel más desagregado se
observa que particularmente en la
industria manufacturera es donde
se verificó el mayor incremento de
la concentración económica3. En
el sector de minas y canteras so-
bresale lo ocurrido con las opera-
ciones de compra del grupo espa-
ñol Repsol (Astra, Pluspetrol y
luego YPF) que le permitió en mu-
chos casos controlar los distintos
segmentos del mercado energéti-
co local4. En el caso del mercado
“ampliado” de las telecomunica-
ciones se verificó un fuerte proce-
so de compra-venta de empresas
que conllevó un significativo incre-
mento en el grado de concentra-
ción en todos los subsectores (te-
lefonía básica, TV por cable,
transmisión de datos, etc.)5. En el
sector del comercio minorista tam-
bién se registraron varias opera-
ciones de concentración económi-
ca desplazando a los pequeños y

medianos comercios6.

El proceso de concentración
económica también afectó a los
sectores financiero y agropecua-
rio. En el primer caso se destaca
que la cantidad de entidades fi-
nancieras se redujo en forma sig-
nificativa entre 1993 y 2000 (de
147 a 113), con una creciente pro-
porción de los depósitos y présta-
mos en manos de las primeras
diez entidades del sistema7. In-
vestigaciones realizadas sobre el
sector agropecuario indican que
en los últimos años se acentuó la
tendencia a la concentración de la
propiedad de la tierra en la región
pampeana lo que se refleja en un
incremento de las superficies que
pertenecen a los grandes terrate-
nientes que operan a través de
grupos de sociedades (Basualdo,
1998)8. Dicha tendencia se obser-
va también en los resultados preli-
minares del último Censo Nacio-
nal Agropecuario.

En tal contexto, este artículo pre-
tende esbozar algunos lineamien-
tos con el fin de contribuir al dise-
ño de una propuesta de reforma
de la legislación en materia de de-
fensa de la competencia así como
también de las prácticas y desem-
peño de la Comisión Nacional de

3 Véase Azpiazu (1998).
4 Un análisis más exhaustivo al respecto puede encontrarse en Ortiz y Schorr (2002).
5 Abeles, Forcinito y Schorr (2001).
6 Ciccolella (2001).
7 Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires (2000).
8 En general esto ocurre también en los sectores agrarios extrapampeanos -incluidas
las respectivas cadenas de distribución-. Dos ejemplos son el sector vitivinícola men-
docino y el frutícola del Valle del Río Negro (Rofman, 2002).
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Defensa de la Competencia (en
adelante CNDC). Así, en las si-
guientes secciones y párrafos de
este documento se formularán y
fundamentarán propuestas en ese
sentido.

El marco normativo

La ley de defensa de la compe-
tencia actual (ley 25.156) cierta-
mente implica una mejora res-
pecto de la situación normativa
anterior pero uno de los princi-
pales problemas es que “llega
tarde” considerando el proceso
de concentración económica que
tuvo lugar en la Argentina durante
la década de los noventa9. Para
cuando entró en vigencia la nueva
legislación ya se habían constitui-
do y/o consolidado posiciones do-
minantes en la mayor parte de los
mercados de la economía argenti-
na, con claros indicios de existen-
cia de distorsiones en las condi-
ciones de competencia.

Además, la actual legislación
contiene una serie de definicio-
nes, imprecisiones y omisiones
que dan lugar a interpretacio-
nes ambiguas y que limitan cla-
ramente su eficaz aplicación.
Estos defectos se profundizaron
debido a las modificaciones intro-
ducidas por el PEN al conjunto del
marco normativo, que fueron res-

tándole alcance.

1. Sería conveniente introducir
en la legislación argentina obje-
tivos tales como el control del
capital y/o del poder económi-
co, la protección y promoción
del bienestar de los consumido-
res, el fomento de las inversio-
nes, la garantía de oportunida-
des equitativas para las peque-
ñas y medianas empresas, en-
tre otros, que se explicitan en
diversos países (UNCTAD,
2000). El criterio del “interés
económico general” es jurídica-
mente vago y de difícil aplica-
ción, por lo cual se deberían in-
troducir otros objetivos más
precisos para la legislación. La
ley 25.156 (como tampoco su
predecesora) no define con pre-
cisión la manera en que debe
considerarse dicho criterio, de-
jando su interpretación en ma-
nos de la autoridad de aplica-
ción.
La ley 25.156 no define explícita-
mente sus objetivos o propósitos
generales. El objetivo implícito de
la legislación argentina vigente es
el de asegurar el buen funciona-
miento de los mercados evitando
que se perjudique el “interés eco-
nómico general”.

Desde el punto de vista econó-
mico se puede precisar el criterio
de "interés económico general"

9 Si bien escapa a los objetivos centrales de este artículo, cabe señalar que en la litera-
tura se consideran, entre las principales ventajas de la ley 25.156 (tal como se la san-
cionó) respecto de la legislación anterior (el decreto ley 22.262 de la dictadura militar),
la autarquía e independencia de la autoridad de aplicación y el control previo de las fu-
siones y adquisiciones.
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mediante los conceptos de exce-
dentes del productor, del consu-
midor y total que se utilizan tradi-
cionalmente en el análisis microe-
conómico. Sin embargo existen
dificultades para evaluar en qué
grado son afectados, y princi-
palmente para cuantificarlos,
ello aun sin considerar los su-
puestos que necesariamente
deben hacerse para su medi-
ción y que han sido criticados
en la literatura económica. Los
problemas económicos y sobre
todo jurídicos para hacer opera-
tivos estos conceptos explican
las razones por las cuales dicho
criterio no se incluye en las le-
gislaciones de otros países, co-
mo Estados Unidos, Alemania y
el Brasil.
2. Debería establecerse la pro-
hibición general de ciertas con-
ductas anticompetitivas sin ne-
cesidad de que la autoridad de
aplicación evalúe su impacto
económico, contemplando un
mecanismo de autorización de
excepciones para aquellos ca-
sos donde se demuestre que
éstas redundan en un beneficio
común o bien no produzcan da-
ño a la comunidad.
La legislación argentina adopta
el criterio de “ilegalidad condicio-
nada”, definiendo que para que un
acto o conducta sean prohibidos
debe cumplir con la doble condi-
ción de que sean anticompetitivos
(“limitar, restringir, falsear o distor-
sionar la competencia o el acceso
al mercado o que constituyan abu-

so de una posición dominante en
un mercado”) y que puedan resul-
tar perjudiciales para el “interés
económico general”, por cierto un
concepto que -como se dijo ante-
riormente- resulta impreciso, am-
biguo y de difícil aplicabilidad. El
articulado propuesto por UNCTAD
(2000) define un listado enunciati-
vo de actos y conductas que están
prohibidos (ya sea se realicen en-
tre empresas competidoras o po-
tencialmente competidoras, ya
sean escritos u orales, oficiales u
oficiosos), contemplando la posi-
bilidad de que -previa notificación-
sean autorizadas si se determina
que la práctica “redunda en bene-
ficio común”.

Es importante tener en cuenta
que el criterio de “ilegalidad condi-
cionada” del marco normativo ar-
gentino le confiere amplias facul-
tades discrecionales a los órga-
nos de aplicación. Con el criterio
de “ilegalidad intrínseca”, en cam-
bio, las facultades discrecionales
sólo se pueden utilizar para deter-
minar si se autoriza un acto o con-
ducta ilegal mientras que en el
otro caso dicha potestad se ejerce
para determinar si se prohíbe el
acto o la conducta ilegal. Esta di-
ferencia no es menor por cuanto
la probabilidad de que ocurran ex-
cesos en la prohibición de prácti-
cas que afectan negativamente la
competencia es menor que la de
cometer excesos en la limitación o
prohibición de prácticas que, sien-
do en general y en principio nega-
tivas en términos de competencia
y beneficio común, sean positivas
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en esos términos en casos parti-
culares. En otras palabras, es
más probable que a las agencias
se le "escapen" prácticas nocivas
para la competencia que las mis-
mas "limiten" prácticas con efec-
tos favorables para la competen-
cia y el beneficio social.

3. Reconsiderar los criterios
para la evaluación de las con-
centraciones de conglomerado
dado que los lineamientos dis-
ponibles son demasiado escue-
tos al respecto. Por ejemplo de-
ben contemplarse los efectos
que tienen este tipo de opera-
ciones en cuanto al aumento
del poder financiero y de lobb-
ying.
Los lineamientos para el control
de operaciones económicas esta-
blecen que preliminarmente las
concentraciones de conglomera-
do “no serán objetadas y sólo se
considerará que son potencial-
mente perjudiciales en aquellos
casos en los que se demuestre
que, de no haber existido la con-
centración, una de las empresas
involucradas habría ingresado co-
mo competidora al mercado rele-
vante en el que operan las restan-
tes empresas involucradas”. Las
recomendaciones internaciona-
les (UNCTAD, 2000) sugieren un
criterio más adecuado a la reali-
dad de la economía mundial ac-
tual que es considerar para es-
tos casos “el aumento del po-
tencial financiero de las partes
interesadas a que puede dar lu-
gar el acuerdo”, argumentando

correctamente que esto puede de-
rivar en un mayor margen de ac-
tuación e influencia frente a los
competidores reales y potencia-
les.

4. Fundamentar adecuada-
mente las excepciones contem-
pladas en la ley 25.156 por las
cuales ciertas operaciones de
concentración económica que-
dan exentas de la obligatorie-
dad de notificación (art. 10).
El artículo 10 de la ley 25.156 es-
tablece algunas excepciones que
no se respaldan con suficiente
fundamentación. Así, se encuen-
tran exentas de la notificación
obligatoria las siguientes opera-
ciones: a) las adquisiciones de
empresas de las cuales el com-
prador ya poseía más del cincuen-
ta por ciento (50%) de las accio-
nes; b) las adquisiciones de bo-
nos, debentures, acciones sin de-
recho a voto o títulos de deuda de
empresas; c) las adquisiciones de
una única empresa por parte de
una única empresa extranjera que
no posea previamente activos o
acciones de otras empresas en la
Argentina; d) adquisiciones de
empresas liquidadas (que no ha-
yan registrado actividad en el país
en el último año).

Es altamente probable que al-
gunas de estas excepciones ha-
yan surgido de presiones de los
grupos de interés. En concreto
García (2000) llama la atención
sobre el hecho de que a pocos
días de sancionarse la ley 25.156,
la empresa norteamericana Chev-
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ron adquirió Petrolera San Jorge,
segunda exportadora de crudo del
país y con una facturación de cer-
ca de US$ 300 millones anuales,
que no fue analizada en uso de
las excepciones permitidas por el
inciso c) del art. 10. La amplitud
de la excepción queda en eviden-
cia en la reglamentación del artí-
culo que establece que “a los
efectos del inciso c) del artículo se
considerará que una empresa es
extranjera si su domicilio social o
el principal asiento de sus nego-
cios se encuentra fuera del país;
sin embargo se considerarán
comprendidas dentro de la exen-
ción del inciso c) aquellas empre-
sas extranjeras que fijaren su do-
micilio social en el país a los efec-
tos del perfeccionamiento de la
operación de concentración en
cuestión” (el subrayado es nues-
tro).

5. Realizar una investigación
exhaustiva con el fin de deter-
minar si las sucesivas modifica-
ciones introducidas en el marco
normativo referidas al alcance a
la notificación obligatoria tuvie-
ron resultados favorables en
cuanto a ahorro de recursos y
tiempo de investigaciones (por
evitar el análisis de operacio-
nes irrelevantes) o si en cambio
significó un relajamiento impro-
cedente del control de las ope-

raciones.
Siguiendo las prácticas interna-
cionales en la materia, la ley
25.156 (versión sancionada) de-
terminó la obligatoriedad de notifi-
cación de las operaciones de con-
centración económica que que-
den comprendidas dentro de los
siguientes umbrales (artículo 8):
• Participación en el mercado:
actos que impliquen la participa-
ción de empresas o grupos de
empresas en una cuota igual o
superior al 25% o más del mer-
cado relevante, de una parte
sustancial del mismo, o

• Volumen de negocio total en
el ámbito nacional: cuando la
suma del volumen de negocio
total del conjunto de empresas
afectadas supere en el país la
suma de $ 200 millones.

• Volumen de negocio en el ám-
bito mundial: cuando el volu-
men de negocio total mundial
del conjunto de las empresas
afectadas supere los $ 2.500 mi-
llones.

Pero el decreto 1019/99 que
promulgó la ley dispuso la eli-
minación del criterio o umbral
basado sobre la participación
en el mercado argumentando
que “no son datos objetivamen-
te disponibles”10. Este argumen-
to es por lo menos muy particular.

10 Cabe observar la flagrante contradicción que se da entre esa fundamentación y el que
en la guía para la notificación de operaciones de concentración económica (aprobada
por resolución 40/01) se solicite a las empresas involucradas que indiquen en prime-
ra etapa cual es “la participación de mercado de cada una de las empresas que pro-
duce o comercializa los productos involucrados y los productos sustitutos para cada
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Cabe destacar que muchos paí-
ses, como Brasil, España, Francia
y Gran Bretaña, mantienen este
criterio como umbral para determi-
nar las notificaciones obligatorias.

El alcance de la notificación
obligatoria de las concentracio-
nes económicas continuó sien-
do cercenado cuando en el año
2001 se aprobó el decreto 396/01
que básicamente introduce modi-
ficaciones respecto de los requisi-
tos, argumentando que la ley
25.516 “contiene algunas normas
que perjudican la competitividad
de la economía, en especial la ra-
dicación de nuevas inversiones”.

En primer lugar, con este decre-
to se eliminó la prohibición de
concentraciones económicas
cuyo objeto sea o pueda dismi-
nuir la competencia, dejando
sólo las que las restrinjan o dis-
torsionan. El argumento utilizado
en los considerandos de dicho de-
creto es que “resulta conveniente
derogar el carácter potencial de la
restricción o distorsión de la com-
petencia en los mercados respec-
to de la autorización de las con-
centraciones económicas”. Con
esta derogación no quedan prohi-
bidas aquellas operaciones que
impliquen una reducción en el nú-
mero de empresas de un determi-
nado mercado, esto sería una dis-
minución de la competencia pero
no necesariamente una restric-
ción o distorsión. Por otra parte

resulta cuestionable que la mo-
dificación introducida en el artí-
culo 7 de la ley se haya realiza-
do a través de un decreto del
PEN, tanto porque modifica el evi-
dente espíritu de la ley como que
dicha derogación excedería las
atribuciones conferidas por los
“superpoderes” otorgados por ley
25.41411.

En segundo lugar el decreto
acotó el alcance de la obliga-
ción de notificación de opera-
ciones de concentración eco-
nómica al eliminarse el umbral
internacional como criterio para
la notificación. El argumento del
PEN, es que “resulta apropiado
considerar exclusivamente los
efectos de las concentraciones
respecto de la competencia en el
país, independientemente del vo-
lumen de negocios internacional
de los adquirentes de unidades
productivas”. Es claro que esta
derogación beneficia directamen-
te a las ET que de otro modo en
su mayor parte estarían obligadas
a notificar sus operaciones de fu-
siones y adquisiciones. El proble-
ma es que este criterio resulta de
vital importancia en las leyes refe-
ridas al tema en los países desa-
rrollados, y en especial cuando se
dan procesos masivos de “take
over” de empresas de capital na-
cional (Nochteff y Pesce, 2002).

A partir de las dos modificacio-
nes introducidas en los criterios

uno de los últimos 3 años y por tipo de producto”. Por otra parte, existen índices de
concentración (como el HH) que se utilizan habitualmente para calcular dicha partici-
pación.

11 "Ley de Delegación de Facultades Legislativas", BO 30/O3/2001.
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de notificación de las concentra-
ciones económicas, el único um-
bral que permanece vigente es
el del “volumen del negocio to-
tal en el ámbito nacional”. Pero
lamentablemente también en este
caso existen debilidades en tanto
que el límite establecido de $ 200
millones resulta bastante eleva-
do considerando que coincide
con el que se definió para deter-
minar aquellas operaciones que
quedan comprendidas en el ám-
bito de la Unión Europea12. En
2001 solo 300 firmas facturaban
más de $ 100 millones en el país.

Otro inconveniente se vincula
con que dicho parámetro juega en
contra de las empresas que tie-
nen una alta rotación del capital
en tanto no se incluye como cri-
terio al valor de los activos para
determinar si una operación de
concentración económica debe
ser notificada ante la autoridad
de aplicación. Esto marca una di-
ferencia respecto de la legislación
estadounidense en la cual se es-
tablecen dos parámetros para de-

terminar aquellas operaciones
que están sujetas a la obligación
de notificación, a saber: la parte
adquirente debe tener activos o
ingresos por ventas superiores a
los US$ 100 millones mientras
que la adquirida debe tener acti-
vos o ingresos por ventas superio-
res a los US$ 10 millones13.

Por otra parte, el decreto 396/01
establece una cláusula de minimis
(incluida como inciso e) en el artí-
culo 10 de la ley). En efecto, se
dispone que las operaciones no
requieren de notificación “cuando
el monto de la operación y el valor
de los activos (en el país) que se
absorban, adquieran, transfieran o
se controlen no superen, cada
uno de ellos, respectivamente, los
$ 20 millones, salvo que en el pla-
zo de 12 meses anteriores se hu-
bieran efectuado operaciones que
en conjunto superen dicho impor-
te, o el de $ 60 millones en los úl-
timos 36 meses, siempre que en
ambos casos se trate del mismo
mercado”. Este agregado se argu-
mentó por parte del PEN aducien-

12 En el debate parlamentario se estuvo considerando un límite sensiblemente inferior
($ 50 millones) que luego en la versión sancionada fue elevado a $ 200 millones ar-
gumentando que era el considerado en la Unión Europea. En ese momento, los $ 200
millones equivalían a 200 US$, con la tasa de cambio 1 peso = 1 US$, y el euro no
era la moneda de casi toda la UE. Con la modificación del régimen cambiario en la Ar-
gentina, estos montos deberían ajustarse -a través de la reglamentación- a los efec-
tos de dicho cambio, al igual que todos los demás valores monetarios del marco nor-
mativo de defensa de la competencia. Este tema se enfatiza más adelante. Adicional-
mente, obsérvese que el tema del euro y su paridad con el dólar estadounidense no
afecta mucho la cuestión, debido a que no se trata de diferencias pequeñas sino de
órdenes de magnitud (25 versus 200).

13 Algunas legislaciones incluso establecen la obligatoriedad de notificar “las vinculacio-
nes mediante consejeros comunes y la aprobación de este tipo de vinculaciones, in-
dependientemente de que se efectúen entre competidores o sean de carácter vertical
o heterogéneo” (UNCTAD, 2000).
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do que resulta conveniente excluir
aquellas operaciones cuyo valor
involucrado no justifica una eva-
luación por parte de la autoridad
de aplicación, “a pesar del volu-
men de negocios del adquiren-
te”14. El peligro de esta modifica-
ción es que la falta de controles
de oficio abra la posibilidad
eventual de que avance un pro-
ceso de concentración “silen-
cioso”.
La legislación estadounidense
también contempla una cláusula
de minimis definiendo que el mon-
to de la operación debe superar
los US$ 15 millones o representar
más del 15% del paquete acciona-
rio de la adquirida. Nótese que la
modificación introducida por el
PEN a la legislación argentina de-
fine un monto superior para que
una operación quede fuera del al-
cance del requisito de notificación.
Abdala (1999) presenta algunas
justificaciones al respecto cuando
aduce que “un límite muy bajo
implicaría la necesidad de con-
tar con una fuerte capacidad
administrativa de la agencia y
quizá traería un costo de regu-
lación innecesario (para empre-
sas y para el Estado como regu-
lador) por el escrutinio de ope-
raciones sin mayor relevancia
económica”. Dicha argumenta-
ción resulta razonable, pero no
lo es el umbral definido que
quedó por debajo del estableci-
do en la legislación de Estados

Unidos.
Cabe destacar que existe el ries-
go (que ya está ocurriendo) de
que los montos nominales defini-
dos como umbrales queden de-
sactualizados en un contexto in-
flacionario y de cambio del régi-
men cambiario, razón por la cual
parece conveniente definirlos a
través de las reglamentaciones.
En tanto dichos montos no sean
actualizados, quedarán compren-
didas cada vez más operaciones
en el requisito de notificación obli-
gatoria. Si bien ese puede ser un
objetivo buscado, no es adecuado
ni racional que se alcance por es-
te medio. Cabe observar que la
propuesta en materia de los
ajustes mencionados (o de los
métodos para reajustar) es váli-
da para todos los valores mone-
tarios del régimen de defensa
de la competencia (umbrales y
multas).
6. Modificar la ley con el fin de
que el Tribunal Nacional de De-
fensa de la Competencia (en
adelante TNDC) pueda revisar
sus dictámenes ante circuns-
tancias que hubieran cambiado
respecto de las imperantes en
el momento de la evaluación,
manteniendo la posibilidad de
revisión vía judicial.
Las resoluciones del TNDC no
pueden ser revisadas y/o revoca-
das ante circunstancias que hu-
bieran cambiado respecto de las

14 En todo caso habría que agregar que “a pesar del volumen de negocios del adquiren-
te y del adquirido.
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imperantes en el momento de la
evaluación (a diferencia de lo que
recomienda la propuesta de UNC-
TAD 2000), salvo cuando se de-
muestre que la información pre-
sentada haya sido falsa o incom-
pleta sin perjuicio de las sancio-
nes que correspondan.

7. Modificar la ley para que ex-
presamente se prohiba el per-
feccionamiento de operaciones
que estén siendo evaluadas por
la autoridad de aplicación, auto-
rizando la aplicación de multas
si esto sucede.
Un aspecto realmente controver-
tido de la ley es el que se refiere a
si el mecanismo de notificación
previsto es de carácter previo o ex
post (véase el debate del Foro de
la Competencia, 2002). Cierta-
mente esto indica que la redac-
ción del artículo 8 es deficiente al
respecto, en tanto establece que
“deberán ser notificadas para su
examen previamente o en el plazo
de una semana a partir de la fe-
cha de la conclusión del acuerdo,
de la publicación de la oferta de
compra o de canje, o de la adqui-
sición de una participación de
control”. Esto no fue lo suficiente-
mente aclarado en la reglamenta-
ción del artículo, donde se define
que se contabiliza el plazo de una
semana “a partir de la suscripción”
de los acuerdos o cuando “queda-
re perfeccionada” la operación co-
rrespondiente.

Existe cierto consenso en cuanto
a que el mecanismo de notifica-
ción es previo ya que el artículo 8

aclara que “los actos sólo produci-
rán efectos entre las partes o en
relación con terceros” una vez
cumplidas las previsiones referi-
das a la resolución del TNDC (ya
sea en forma explícita, o sea la
autorización, condicionamiento o
denegación, como tácita). Sin em-
bargo cabe destacar que nada im-
pide que, una vez cumplimentado
el requisito de notificación en el
plazo debido, las partes involucra-
das avancen con la operación. A
diferencia de la normativa euro-
pea, la legislación argentina no
prohibe en forma expresa que
pueda perfeccionarse una ope-
ración que está siendo evalua-
da por la autoridad de aplica-
ción.
Lo anterior implica que si la ope-
ración avanza en tanto se la está
evaluando, y resulta que finalmen-
te se decide denegarla o condicio-
narla, las partes deberán retroce-
der en sus actos, algo que resulta
jurídicamente posible pero im-
practicable, considerando los ele-
vados costos que esto acarrearía.
En el caso de las operaciones rea-
lizadas en el extranjero que sean
evaluadas en tanto puedan afec-
tar el mercado interno, dicha posi-
bilidad obviamente es jurídica-
mente imposible.

Lo único que actúa como límite
en este sentido es que si las par-
tes avanzan con la operación sin
contar todavía con la resolución fi-
nal del TNDC (tácita o expresa-
mente), corren el riesgo de ser in-
vestigadas en el ámbito de los ac-
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tos y conductas establecidos en el
artículo 1, en tanto que las partes
-que continúan siendo indepen-
dientes en términos jurídicos- ac-
tuarían cooperativamente.

8. Clarificar y precisar los pro-
cedimientos de relacionamiento
entre el TNDC y los Entes Regu-
ladores -desde el punto de vista
normativo y el de aplicación- a
fines de evitar superposiciones,
omisiones o competencias en
la práctica.
La ley 25.156 deroga “toda atri-
bución de competencia relaciona-
da con el objeto finalidad de esta
ley otorgada a otros organismos o
entes estatales” (artículo 59), pero
no menciona explícitamente las
normas por las cuales -por ejem-
plo- el ENARGAS y el ENRE cum-
plen (o mejor dicho pueden cum-
plir) funciones de defensa de la
competencia. Para algunos auto-
res la situación es confusa dado
que, por otro lado, en el artículo
16 de la ley, se dispone que
“cuando la concentración econó-
mica involucre a empresas o per-
sonas cuya actividad económica
esté reglada por el Estado nacio-
nal a través de un organismo de
control regulador, el TNDC deberá
requerir a dicho ente estatal un in-
forme de opinión fundada sobre la
propuesta de concentración eco-
nómica en cuanto al impacto so-
bre la competencia en el mercado
respectivo o sobre el cumplimien-
to del marco regulatorio respecti-
vo”. De todos modos la opinión o
dictamen de estos organismos es
de carácter no vinculante, con lo

cual -sumado a lo dispuesto por el
artículo 59- no caben dudas de
que el TNDC tiene plenas faculta-
des para actuar en materia de de-
fensa de la competencia en mer-
cados correspondientes a servi-
cios públicos privatizados. Es
más, la reglamentación del artícu-
lo 59 establece que la Secretaría
de Defensa de la Competencia y
del Consumidor (en adelante
SDCyC) “establecerá los procedi-
mientos y mecanismos para la
transferencia de todas las causas
y tramitaciones, que en las mate-
rias objeto de esta ley hayan sido
con anterioridad obtenidas por o
atribuidas a otros organismos y/o
entes estatales”.

Cabe destacar que el plazo ori-
ginalmente establecido para el
pronunciamiento del ente esta-
tal fue de noventa días hábiles
(transcurrido dicho plazo se en-
tenderá que no se objeta la ope-
ración) pero una modificación
posterior llevada a cabo por el
decreto 396/01 estipuló que el
plazo que el ente tenía para pro-
nunciarse era de quince días
hábiles.
La CNDC no le pide al ente regu-
lador una recomendación sino
una opinión o informe sobre una
operación de concentración que
se produzca en el sector que el
ente regula. Esa opinión - tal co-
mo lo establece la reglamentación
de la ley 25.156- no tiene carácter
vinculante y la CNDC puede coin-
cidir o no con lo expresado por el
ente regulador. Pero en general
los entes reguladores no objetan
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ni plantean reparos a las opera-
ciones de concentración en las
que se les solicita opinión. En al-
gunos casos los entes no han
contestado al requerimiento de
opinión que hace la CNDC, con lo
cual una vez transcurrido el plazo
se entiende que el ente no objeta
la operación y se continúa con el
análisis habitual de la CNDC.

Si bien el artículo 59 de la ley
25.156 es claro en este sentido,
no está definida la cuestión sobre
qué tipo de relación tendrán la
SDCyC y el TNDC (la CNDC, has-
ta que el TNDC se haya constitui-
do) con los organismos regulado-
res, cómo deberán instrumentarse
los mecanismos de consulta y los
roles que en los mismos deberán
jugar la SDCyC y el TNDC (nue-
vamente, la CNDC, hasta la cons-
titución del TNDC). De hecho las
autoridades se encuentran anali-
zando un proyecto de reglamenta-
ción para definir con más precisio-
nes dichas cuestiones.

Aplicación y ejecución

9. Es prioritario que se consti-
tuya el TNDC -el órgano autár-
quico e independiente- con to-
das las atribuciones otorgadas
por la ley 25.156 para lo cual de-
be cumplimentarse cuanto an-
tes la designación de sus miem-
bros mediante los procedimien-
tos establecidos en la normati-
va15. Ello porque en tanto el ór-

gano de aplicación de la ley
25.156 no sea el TNDC no se
cumple con el objetivo plantea-
do en dicha normativa de crear
un organismo autónomo de ma-
nera que su aplicación no de-
penda directamente de las deci-
siones del PEN y quede en lo
posible protegida de las in-
fluencias políticas.
Un avance importante de la ley
25.156 respecto al decreto ley
22.262 de la dictadura militar es
la creación de un órgano de
aplicación de naturaleza autár-
quica e independiente -el
TNDC-, acompañando la ten-
dencia internacional en la mate-
ria. El TNDC dispone de un mayor
grado de autonomía respecto del
PEN en comparación con la
CNDC, que era la autoridad de
aplicación en la legislación ante-
rior.

El TNDC tendría la facultad de
emitir resoluciones de carácter
obligatorio (aunque apelables en
instancia judicial) a diferencia de
la situación actual en la cual los
dictámenes no son vinculantes y
necesitan el aval del secretario
correspondiente para la resolu-
ción final, quien podría modificar,
aceptar o rechazar la decisión de
la CNDC (también apelables ante
la justicia). En otros términos,
con la aplicación plena de la ley
25.156 el TNDC concluiría la vía
administrativa sin necesidad de
contar con la decisión de una

15 El llamado a concurso se realizó entre marzo y abril de 2003, habiéndose presentado
casi 40 candidatos.
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autoridad política. En tanto en
este sentido no se cumpla ple-
namente con lo establecido por
dicha legislación (habiendo ya
transcurrido tres años desde su
sanción), persistirá la depen-
dencia de la autoridad política.
El decreto reglamentario 89 de
enero de 2001 dispuso que dentro
de los 60 días luego de su entrada
en vigencia debía dictarse el re-
glamento del concurso público de
antecedentes y oposición para la
designación de los miembros del
TNDC, realizar el llamado público
del concurso y convocar al jurado.
Recién en octubre de 2002 (es de-
cir casi un año y medio más tar-
de de lo correspondiente) se
aprobó la resolución 29 por la
cual se aprueba dicho regla-
mento y se convoca a los miem-
bros del jurado, en tanto que el
llamado a concurso se resolvió
entre marzo y abril del corriente
año .

Hasta tanto no se conforme el
TNDC, la reglamentación estable-
ció que la SDCyC organice funcio-
nal y administrativamente a la
CNDC a los efectos de la imple-
mentación de dicha reglamenta-
ción. Las causas se tramitarán por
ante la CNDC (hasta tanto se pon-
ga en funcionamiento el TNDC)
que tendrá facultades para dictar
todas las resoluciones relaciona-
das con las notificaciones de con-
centraciones económicas, excep-
to las referidas a la resolución que

serán dictadas por las SDCyC. En
otros términos, organismos de-
pendientes del PEN están ejer-
ciendo las funciones contem-
pladas para el TNDC, desvir-
tuando al menos por el momen-
to16 el objetivo de independen-
cia que originalmente buscaron
los legisladores para proteger
la defensa de la competencia de
las influencias políticas.
En materia de la independencia
del TNDC, cabe destacar que el
artículo 24 de la ley 25.156 dispo-
ne las funciones y facultades del
TNDC, siendo una de ellas es la
elaboración de su reglamento in-
terno en el cual se establecerán,
entre otras cuestiones, modo de
elección y plazo del mandato del
presidente, y quién ejercerá la re-
presentación legal del Tribunal
(inciso i). Pero en la reglamenta-
ción de la ley (decreto 89/2001) se
establece que es el presidente de
la Nación el que, a propuesta del
ministro de Economía, designará
quien presida el TNDC.

Este no es un aspecto menor ya
que las causas por remoción se
forman obligatoriamente si existe
acusación del PEN o del presiden-
te del Tribunal y sólo por decisión
del Jurado si la causa tuviera cual-
quier otro origen que los mencio-
nados en el artículo 21 de la ley
25.156 (las causas por remoción
son mal desempeño en sus fun-
ciones; negligencia reiterada que
dilate la sustanciación de los pro-

16 A mayo de 2003.
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cesos; incapacidad sobreviniente;
condena por delito doloso; viola-
ciones de las normas sobre in-
compatibilidad; no excusarse en
los supuestos previstos por el Có-
digo Procesal Civil y Comercial de
Nación. De todos modos sólo po-
drán ser removidos previa deci-
sión -por mayoría simple- del Ju-
rado. El Jurado es el que se cons-
tituye para la designación de los
miembros del TNDC, integrado
por el procurador del Tesoro de la
Nación, el secretario de Industria,
Comercio y Minería del Ministerio
de Economía Obras y Servicios
Públicos de la Nación, los presi-
dentes de las comisiones de Co-
mercio de ambas Cámaras del
Poder Legislativo de la Nación, el
presidente de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Comercial y
los presidentes de la Academia
Nacional de Derecho y de la Aca-
demia Nacional de Ciencias Eco-
nómicas.

10. Los miembros del TNDC
deben tener más años de ejerci-
cio profesional que los estable-
cidos por la legislación y ade-
más debe exigirse que las per-
sonas no se encuentren en con-
tradicción con las funciones
que tienen que desempeñar (no
pueden ser propietarios, presi-
dentes ni miembros del consejo
de administración o de la junta
de ninguna empresa o asocia-
ción empresaria o profesional,

ni haberlo sido en un período
previo a su incorporación al
TNDC, que debería ser explíci-
tamente determinado).
El TNDC estará integrado por
siete miembros “con suficientes
antecedentes e idoneidad para
ejercer el cargo”, de los cuales
cuatro deberán ser abogados o
profesionales en ciencias econó-
micas con más de cinco años en
el ejercicio profesional17. En opi-
nión de algunos analistas, los re-
quisitos de profesionalidad pa-
ra los miembros del TNDC son
inferiores a los deseables en
tanto que tres de ellos pueden
no ser profesionales de dichas
disciplinas (Abdala, 1999)18. De
todos modos el profesionalismo
de sus integrantes no garantiza
necesariamente que las decisio-
nes adoptadas por el TNDC sean
“razonables”. Pero ciertamente re-
sultan un tanto insuficientes los
años de experiencia profesional
requeridos para ser miembro del
TNDC.

Varios países -más que razo-
nablemente- establecen como
condición para ocupar el cargo
que los intereses de las perso-
nas no se encuentren en con-
tradicción con las funciones
que tienen que desempeñar, lo
cual no está contemplado ni en la
legislación argentina ni en las con-
diciones definidas en el reglamen-
to del concurso público (resolu-

17 Dos abogados y dos profesionales en ciencias económicas.
18 No obstante la reglamentación de la ley dispone que deben poseer título universita-
rio.
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ción 29/02, artículo 12). Por ejem-
plo, en Alemania los miembros del
TNDC no pueden ser propietarios,
presidentes ni miembros del con-
sejo de administración o de la jun-
ta de ninguna empresa o asocia-
ción empresaria o profesional.

11. Llevar a cabo investigacio-
nes y controles de oficio para
verificar si existen operaciones
de concentración económica
que no están siendo notifica-
das, incumpliendo con el requi-
sito de obligatoriedad. Asimis-
mo realizar acciones de oficio
para determinar si se vulneran
los principios de defensa de la
competencia en operaciones
que no están sujetas al requisi-
to de notificación obligatoria.
Por supuesto que esto requiere
solucionar el problema de la es-
casez de recursos y de la falta
de voluntad política (en tanto
sea la CNDC la autoridad de
aplicación).
La CNDC realiza procedimien-
tos que se han dado en llamar
"diligencias preliminares" por
las cuales investiga de oficio si
debe realizarse la notificación de
operaciones que no se han notifi-
cado. Estos expedientes recién
se iniciaron en el transcurso de
2002, pero son confidenciales ya
que todavía no se concluyeron las
investigaciones.

Cabe destacar que las "opinio-
nes consultivas" como mecanis-
mo para determinar si debe o no
efectuarse la notificación queda a
la sola iniciativa de los agentes

económicos, que deciden si reali-
zan o no la consulta. Por ello, re-
sulta necesario que la autoridad
de aplicación realice investigacio-
nes y controles de monitoreo para
detectar si realmente se están no-
tificando las operaciones de con-
centración económica sujetas al
requisito de notificación obligato-
ria. Asimismo las investigaciones
de oficio deberían evaluar si ope-
raciones de concentración econó-
mica que no están sujetas al re-
quisito de notificación obligatoria
pueden sin embargo afectar las
condiciones de competencia, si
bien es menos probable que esto
suceda en comparación con
aquellas que sí deben notificar an-
te la autoridad de aplicación.

12. Mejorar el sistema estadís-
tico, fundamentalmente poner
en funcionamiento el Registro
Nacional de Defensa de la Com-
petencia tal como lo establece
la ley 25.156.
Entre las funciones del TNDC
también se encuentra la de orga-
nizar el Registro Nacional de De-
fensa de la Competencia pero la
ley no es clara respecto de cuáles
operaciones de concentración
económica deberán inscribirse en
dicho registro. En efecto, el artícu-
lo 23 establece que deberán ha-
cerlo aquellas operaciones “pre-
vistas en el Capítulo III (las con-
centraciones económicas) y las
resoluciones definitivas dictadas
por el TNDC”. En la reglamenta-
ción de este artículo se dispone
que deberán inscribirse en el re-
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gistro, “además de los supuestos
mencionados en el artículo 23 de
la ley 25.156”, las operaciones de
concentración económica aproba-
das en forma tácita, las revisiones
de decisiones anteriores (recuér-
dese que sólo pueden revisarse si
la resolución se basó sobre infor-
mación falsa o incompleta propor-
cionada por el solicitante), y las
decisiones judiciales sobre temas
previamente decididos por el
TNDC. De todos modos dicho re-
gistro aún no fue puesto en funcio-
namiento.

13. Proveer al TNDC de todos
los recursos necesarios para
cumplir con sus obligaciones.
Debe incrementarse el "staff"
de profesionales y los montos
presupuestados y ejecutados.
Fortalecer la formación técnica
y académica del "staff" de pro-
fesionales, con mayor estabili-
dad en sus funciones. Con rela-
ción a dicho "staff" es impor-
tante incentivar la permanencia,
puesto que la alta rotación que
se ha verificado hasta ahora
afecta negativamente la conti-
nuidad en el análisis de los ex-
pedientes, la conservación y
uso de los avances realizados
en la investigación así como
también la coherencia en la
aplicación de los principios de
la legislación.
Las funciones de la CNDC se in-
crementaron sin un correlato en
los montos ejecutados lo que re-
dunda en la acumulación de aque-
llos trámites que tienen plazos

más flexibles (las conductas). En
los últimos años la cantidad de
profesionales de la CNDC se ha
ido incrementando, produciéndo-
se un aumento importante en el
número de profesionales en el
transcurso de los años 2000 y
2001. En efecto, entre 1999 y
2001 el "staff" de profesionales
aumentó aproximadamente un
50% (de 23 a 35 profesionales).
Pero desde comienzos de 2002
ha reducido su plantel en 8 profe-
sionales, sin producirse nuevas
incorporaciones hasta el momen-
to.

Un aspecto preocupante en rela-
ción con el personal de la CNDC
es su alta rotación en tanto que
-al igual que lo sucedido en otras
dependencias del Estado- la ma-
yoría de los profesionales se rela-
ciona con la CNDC a través de
contratos de corta duración (en
general de tres meses y en algu-
nos casos de un mes)-. Tanto es
así que de los 27 profesionales
que se desempeñan actualmente
en la CNDC, sólo 12 pertenecen
al personal de planta permanente
mientras que los demás son con-
tratados o corresponden a planta
permanente pero de otros orga-
nismos de la administración públi-
ca nacional. Cabe enfatizar que
esto indudablemente repercute en
una pérdida de continuidad en el
análisis de los expedientes, dese-
chándose los avances realizados
en la investigación y atentando
contra la coherencia en la aplica-
ción de los principios del marco
normativo.
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El monto presupuestado para la
CNDC ha aumentado en los últi-
mos años pero las restricciones
fiscales provocaron que el monto
ejecutado prácticamente se man-
tuviera constante. Cabe destacar
que el incremento de las funcio-
nes de la CNDC que trajo apare-
jada la promulgación de la ley
25.156 -evidenciado por los 320
casos analizados entre 1999 y
2001 (que en su mayor parte co-
rresponden a operaciones de
concentración económica)- no
se vio acompañado por un in-
cremento significativo de los
montos ejecutados.
En la actuación de la CNDC de
los últimos años se pueden identi-
ficar etapas claramente diferen-
ciadas. Antes de la sanción de la
nueva ley (septiembre de 1999),
los economistas y abogados tra-
bajaban únicamente en el análisis
de denuncias o investigaciones

iniciadas de oficio en relación con
los actos y conductas supuesta-
mente violatorias de la ley 22.262.
Con las modificaciones que intro-
duce la ley 25.156 se suma a esas
actividades el análisis de las fusio-
nes y adquisiciones; desde la en-
trada en vigencia de la nueva ley
en septiembre de 1999 hasta la
sanción del decreto 396/01 de
abril de 2001 se tramitaron en la
CNDC aproximadamente 200
operaciones de concentración
económica. Cabe destacar el he-
cho de que para el análisis de fu-
siones y adquisiciones se estable-
cieran estrictos y cortos plazos im-
pactó fuertemente en el trabajo
desarrollado por la CNDC. Así,
estas operaciones concentraron
la mayor parte de los recursos dis-
ponibles en detrimento del análi-
sis de las conductas: durante
1998 (el año anterior a la sanción
de la ley) la CNDC resolvió 32 ca-

Gráfico Nº 1. Cantidad de casos resuletos de concentraciones económicas
y conductas, por año (1996-2002)

Fuente: elaboración propia sobre datos de la CNDC
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sos sobre conductas, disminuyen-
do a 15 en el año 2000, cuando se
verificó el pico de los casos re-
sueltos sobre concentraciones
económicas. Aun en el año 2002,
cuando el análisis de las concen-
traciones se redujo casi ocho ve-
ces respecto del 2000, los casos
resueltos en materia de conductas
eran apenas mayores que antes
del cambio del marco normativo
(gráfico Nº 1).
La sanción del decreto 396/01
inaugura una nueva etapa para la
CNDC ya que introdujo modifica-
ciones importantes en relación
con los umbrales para la notifica-
ción obligatoria y plazos más cor-
tos para concluir ciertas investiga-
ciones. En consecuencia se regis-
tró un descenso en la notificación
de operaciones de concentración
económica. De 169 casos analiza-
dos en 2000 se bajó a sólo 31 en
2002. No obstante, las operacio-
nes notificadas a partir de ese en-
tonces conllevan generalmente
análisis más complejos.

Ante la menor cantidad de ope-
raciones notificadas, el análisis de
las denuncias por conductas ha
vuelto a ocupar el papel principal
en la tarea de la CNDC, lo que ha
llevado a que muchas de las de-
nuncias tramitadas por la ley
22.262 que aún no habían sido
concluidas en 2001 hayan sido fi-
nalmente resueltas en el transcur-
so del presente año. Debe tomar-
se en cuenta que la caída de noti-
ficación de las operaciones de
concentración económica puede
deberse a distintas causas, y una

de ellas probablemente esté vin-
culada con la "erosión" que sufrió
la legislación y el "enforcement", y
al hecho (relacionado con el ante-
rior) de que los agentes económi-
cos perciben la despreocupación
(o falta de voluntad política) de los
gobiernos en materia de defensa
de la competencia. En efecto, los
problemas de presupuesto y de
personal de la CNDC y el hecho
de que aún no se haya constituido
el TNDC (para citar dos ejemplos
de los tratados en este documen-
to) parecen suficientes para expli-
car dicha percepción.

14. Acelerar los plazos para la
conclusión de las denuncias re-
feridas a conductas anticompe-
titivas.
Los plazos para resolver los ca-
sos de conductas son bastante
flexibles dado que la legislación
no los define taxativamente, a di-
ferencia de lo que ocurre con las
concentraciones económicas. Si
bien la normativa establece cier-
tos plazos para el trámite de de-
nuncias, no implica que exista un
plazo límite dentro del cual la
CNDC deba emitir su decisión da-
do que hay períodos de tiempo
que quedan sin especificar en la
ley 25.156 (por ejemplo el tiempo
transcurrido entre la presentación
de la denuncia y el traslado de la
misma al denunciado o el que
transcurre entre la presentación
de las explicaciones del denun-
ciante y la apertura del sumario).

La flexibilidad de los plazos pue-
de ilustrarse analizando el tiempo
de maduración de las conductas
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resueltas durante 2001. En efecto,
el 60% de los casos de conductas
resueltas por la CNDC en dicho
año habían sido iniciadas entre
uno y cuatro años antes de la fe-
cha del dictamen (gráfico Nº 2).
De hecho se siguen resolviendo
casos que están comprendidos en
la legislación anterior, aunque su
proporción en el total viene dismi-
nuyendo en los últimos años. No
obstante la CNDC puede dictar
una medida con carácter preventi-
vo en cualquier etapa del procedi-
miento (según lo permite el artícu-
lo 35 de la ley 25.156) en tanto se

demuestre la verosimilitud del de-
recho invocado y los daños oca-
sionados por la demora en la re-
solución19. Durante 2001 se dicta-
ron 8 medidas de esta naturaleza.

15. Explicitar los criterios que
-dentro de las reglas- utiliza la
CNDC para autorizar, condicio-
nar o prohibir las operaciones
de concentración económica a
fines de reforzar la transparen-
cia y el "accountability”.
Las operaciones de concentra-
ción económica sometidas al re-
quisito de notificación serán eva-
luadas por el TNDC que deberá

19 Las medidas de carácter preventivo se utilizan para imponer el cumplimiento de con-
diciones que establezcan u ordenen el cese o la abstención de la conducta lesiva; o
cuando pudiere causar una grave lesión al régimen de competencia; o evitar que, co-
mo consecuencia de una práctica sin justificación aparentemente razonable, se pon-
ga en riesgo de forma irreversible o irreparable la continuidad en el mercado de uno o
más de los competidores; y tanto más, cuando resulte necesario investigar si el de-
nunciante ha contribuido, por acción u omisión, a la creación de la situación que se de-
nuncia como anticompetitiva.

Gráfico Nº 2. Conductas resueltas durante 2001, según plazos de madu-
ración (en porcentaje del total)

Fuente: elaboración propia sobre datos de la CNDC
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decidir por resolución fundada y
en un plazo no mayor a los 45
días si autoriza, deniega o subor-
dina el acto al cumplimiento de las
condiciones establecidas en un
determinado plazo. Los linea-
mientos para el análisis de las
concentraciones económicas que

sirven de fundamento para las de-
cisiones adoptadas por el TNDC
fueron establecidos en instancia
administrativa. No obstante cabe
señalar que no se conocen las
pautas que se tienen en cuenta
para que el TNDC autorice, condi-
cione o deniegue las operaciones.

Buenos Aires, junio de 2003.
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